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RESUMEN:

Uno de los aspectos de la ordenación del derecho de acceso a la información pública 
contenida en la ley básica estatal más criticados por la ciudadanía es el relativo al senti-
do desestimatorio del silencio administrativo en el ejercicio del derecho. Incluso algunas 
leyes autonómicas han tratado de separarse del criterio del legislador estatal, tratando 
de diseñar una suerte de silencio estimatorio «condicionado». En este trabajo se estudia 
la virtualidad de una y otra modalidad de silencio en relación específicamente con el pro-
cedimiento de ejercicio del derecho de acceso a la información pública.
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1. PLANTEAMIENTO1

El ejercicio formalizado del derecho de acceso a la información pública supone técni-
camente el inicio de un procedimiento administrativo a solicitud de «interesado» (es 
evidente que el término interesado debe entenderse, en este contexto, en un sen-
tido procesal, no sustantivo), todo lo cual es explicitado por el artículo 17.1 de la Ley 
19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen 
gobierno (en adelante, LTAIBG). Pues bien, en el caso de que la Administración incum-
pla el deber legal de resolver y notificar en el plazo previsto para ello, en los proce-
dimientos iniciados a solicitud de interesado es de aplicación la conocida figura del 
«silencio administrativo» -antes art. 43 Ley 30/1992 y ahora art. 24 Ley 39/2015, de 1 
de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas 
(en adelante, LPAC)-. 

Ahora bien, como es notorio, el silencio administrativo presenta dos modalidades, es-
timatorio y desestimatorio, por completo diversas, tanto en su naturaleza como en su 

1 Trabajo realizado en el marco del proyecto DER2016-77513-R: “Los retos de la gobernanza para el Derecho 
administrativo: buen gobierno y buena Administración: su proyección en las políticas públicas”, Ministerio 
de Economía, Industria y Competitividad.
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funcionalidad. Inicialmente, la asignación de una modalidad u otra a cada procedi-
miento constituye una determinación de la norma que regule el correspondiente pro-
cedimiento, si bien la LPAC contiene determinadas reglas generales que no podemos 
tratar aquí, pues este breve estudio se centra en la virtualidad de una y otra modalidad 
de silencio en relación específicamente con el procedimiento de ejercicio del derecho 
de acceso a la información pública2. 

No obstante, se puede ya avanzar que en Derecho comparado el criterio generalizado 
es el del silencio desestimatorio. En este sentido, la principal norma supranacional en 
esta materia, el Convenio del Consejo de Europa núm. 205, sobre acceso a los docu-
mentos públicos, adoptado por el Comité de Ministros el 27 de noviembre de 2008 
(aprobado en Tromsø, Noruega), prevé que el acceso puede denegarse de forma ex-
presa «o implícitamente» -art. 8.1-. Así, en la Unión Europea, el Reglamento (CE) núm. 
1049/2001, de 30 mayo, sobre el acceso del público a los documentos del Parlamento 
Europeo, del Consejo y de la Comisión, dispone que la ausencia de respuesta de la 
institución en el plazo establecido se considerará una respuesta denegatoria –art. 8.3-3.
2 No parece necesario que nos extendamos en esta cuestión, bien conocida, pero a sugerencia de un revi-
sor del trabajo, recordamos que la técnica del silencio administrativo surgió debido a la insuficiencia 
de la mera caducidad del procedimiento. Así, mientras la caducidad no comporta decisión alguna sobre 
el fondo del asunto, en virtud de la técnica del silencio administrativo al simple hecho jurídico que surge 
cuando vence el plazo máximo para resolver y notificar un procedimiento sin que la Administración cumpla 
su deber legal, la Ley asigna un significado en orden a la cuestión de fondo, esto es la concesión o denega-
ción de lo solicitado o pretendido por los interesados. Ahora bien, el silencio desestimatorio no produce 
un verdadero acto administrativo, sino que tiene por exclusiva función “ofrecer” una ficción legal con 
objeto de hacer efectivo el derecho a la tutela judicial, abriendo la vía de recurso que proceda. Así, la 
LPAC -art. 24.2- declara que el interesado “puede” considerar que su pretensión ha sido desestimada por 
silencio administrativo, a “los solos efectos de posibilitar la interposición del recurso administrativo o 
contencioso-administrativo que resulte procedente”. Por el contrario, el silencio estimatorio da lugar 
a la producción de un verdadero acto administrativo -art. 24.4 LPAC-, si bien “presunto”. Así, la LPAC -art. 24.2- 
declara inequívocamente que la estimación por silencio administrativo “tiene a todos los efectos la consi-
deración de acto administrativo finalizador del procedimiento”. Para una completa exposición de la evolu-
ción de la institución del silencio en nuestro Derecho, véase la STS de 16 de enero de 2015, Sala 3ª, Sección 
5ª, Recurso de Casación 691/2013. Asimismo, nos remitimos a la abundante doctrina sobre esta cuestión. Por 
citar sólo las monografías, véanse Aguado I Cudola, V.: Silencio administrativo e inactividad, Marcial Pons, 
Madrid, 2001; Alonso Mas, Mª J. - Narbón Laínez, E.: El silencio administrativo y su problemática procesal, ed. 
Tirant lo Blanch, Valencia, 2009; Aroz Santisteban, X.: La obligación de resolver y de notificar y el silencio 
administrativo, Marcial Pons, Madrid, 2001; García-Trevijano Garnica, E.: El silencio administrativo en la 
nueva Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, 
Madrid, Civitas, 1994; Gómez Puente, M.: La inactividad de la Administración, 4ª ed, Aranzadi, Pamplona, 2011; 
Guillen Pérez, Mª. E.: El silencio administrativo, Colex, Madrid, 1997; Morillo-Velarde Perez, J.I.: Los actos pre-
suntos, Marcial Pons, Madrid, 1995; Parejo Alfonso, L. (Director): El silencio en la actividad de la adminis-
tración pública, Ed. Tirant lo Blanch, Valencia, 2011; Pérez Castillo, R.: La obligación de resolver de forma 
expresa y el silencio administrativo como efecto de dicho incumplimiento, IAAP, Sevilla, 2004; Obra colectiva: 
El silencio administrativo. Urbanismo y medio ambiente, Tirant lo Blanch, Valencia, 2006.

3 En Canadá, la Ley de Acceso a la Información lo dispone en los términos siguientes: «Le défaut de com-
munication totale ou partielle d’un document dans les délais prévus par la présente loi vaut décision de 
refus de communication» (art. 10.3). En Francia, el Decreto n° 2005-1755 du 30 décembre 2005 establece lo 
siguiente: «Le silence gardé pendant plus d’un mois par l’autorité compétente, saisie d’une demande de com-
munication de documents en application de l’article 2 de la loi du 17 juillet 1978 susvisée, vaut décision 
de refus» (art. 17). En Italia, la Ley 241/1990 dispone lo siguiente: «Decorsi inutilmente trenta giorni dalla 
richiesta, questa si intende respinta» -art. 25.4-. En Bélgica, la Loi relative à la publicité de l’administration, 
dispuso (art. 6): «En cas d’absence de communication dans le délai prescrit, la demande est réputée avoir 
été rejetée». En Paraguay, la Ley 1728 de Transparencia Administrativa declara (art. 12): «Si una vez cumplido 
los plazos establecidos en el artículo 11 la solicitud no fuera satisfecha o la respuesta sea incompleta, se 
considerará que existe negativa a brindar la información». En otros casos la Ley no declara expresamente 
la solicitud como denegada (técnica del silencio), pero sí implícitamente, al establecer que el solicitante 
deberá acudir a la vía de recurso procedente. Así, en Suiza, la «Loi fédérale sur le principe de la transparen-
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2. LA SITUACIÓN ANTERIOR A LA LEY 19/2013, DE 9 DE DICIEMBRE

Como tantos otros aspectos de la ordenación del entonces llamado derecho de ac-
ceso a los archivos y registros administrativos, la Ley 39/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, omitió toda determinación respecto al régimen del silencio (como tampoco 
precisó el plazo de resolución). Ciertamente, en aplicación de las reglas generales de 
la propia Ley 30/1992 –art. 43.1-, debía entenderse que era de aplicación el sentido 
estimatorio del silencio. 

Sin embargo, la cuestión fue harto confusa, pues en la práctica a menudo se actuó 
como si fuese aplicable el silencio desestimatorio, dado que con frecuencia se recurría 
frente a una desestimación “presunta” de la solicitud4. Más aún, alguna sentencia llegó 
a negar la aplicación de la cláusula supletoria del silencio estimatorio, por considerar 
aplicable la excepción legal referida a los supuestos de transferencia al solicitante fa-
cultades relativas al dominio público o al servicio público (!)5. Por su parte, las normas 
estatales y autonómicas que se pronunciaron expresamente sobre esta cuestión de-
clararon el carácter desestimatorio del silencio6. 
ce dans l’administration» dispone (art. 13): «Toute personne peut déposer une demande en médiation: (…) b. 
lorsque l’autorité n’a pas pris position sur sa demande dans les délais». En Portugal, la Ley n.º 46/2007, de 
24 de agosto, declara: «Tanto a decisão como a falta de decisão a que se refere o número anterior podem 
ser impugnadas pelo interesado» (art. 15.6). En Ecuador, la Ley Orgánica de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública (art. 21) establece: «La denegación de acceso a la información o la falta de contesta-
ción a la solicitud, en el plazo señalado en la ley, dará lugar a los recursos administrativos, judiciales y 
constitucionales pertinentes». O, en Chile, la Ley 20285/2008 establece que «vencido el plazo previsto en el 
artículo 14 para la entrega de la documentación requerida, o denegada la petición, el requirente tendrá 
derecho a recurrir ante el Consejo establecido en el Título V, solicitando amparo a su derecho de acceso 
a la información» (art. 23). Los ejemplos podrían seguir. La excepción a esta pauta generalizada es la Ley Fe-
deral de Transparencia de México, la cual establece que «La falta de respuesta a una solicitud de acceso, en 
el plazo señalado en el Artículo 44, se entenderá resuelta en sentido positivo, por lo que la dependencia o 
entidad quedará obligada a darle acceso a la información en un periodo de tiempo no mayor a los 10 días 
hábiles», pero la Ley añade «salvo que el Instituto determine que los documentos en cuestión son reserva-
dos o confidenciales», por lo que no excluye una revisión de fondo.

4 Por ejemplo, STS 10-6-1996 (TOL 191036); STSJ de Cantabria 18-11-1996 (RJCA 1996\2015); STSJ de Castilla y León, 
Burgos, de 18-11-2002 (TOL 257533); STSJ Madrid de 20-12-2002 (TOL 484554), STSJ Cataluña de 30-1-2003 (TOL 
279533); STSJ de Castilla y León (Burgos) de 10-10-2003 (JUR 2003\265727); STSJ de Canarias (Las Palmas) de 16-
7-2004 (JUR 2004\266497); STSJ Cantabria 20 de octubre de 2005 (rec. 753/2004); STSJ Asturias 24 de octubre de 
2005 (rec. 67/2000); STSJ Aragón 10-2-2012 (rec. 340/2008); STS 29 de mayo de 2012, recurso de casación núm. 
6622/2009. En el caso de la STSJ de Canarias (Las Palmas) de 11-3-2005 (JUR 2005\105325) se recurrió la desesti-
mación presunta de la solicitud de acceso, para luego el Tribunal afirmar que había operado el silencio 
positivo (!).

5 Sentencia de la Audiencia Nacional de 9 mayo de 2001 (TOL 143642). En este caso un Ayuntamiento diri-
gió por dos veces al Ministerio de Fomento idénticas solicitudes de acceso a determinada documenta-
ción relacionada con la obra de una autovía en el tramo que atravesaba su término municipal. En ambos 
casos transcurrió el plazo de tres meses sin obtener respuesta de la Administración estatal, por lo que el 
Ayuntamiento solicitó certificación de actos presuntos por considerar que las solicitudes habían sido 
aprobadas por silencio. Por su parte, el Tribunal declaró que “Frente a las tesis sostenidas por el recurren-
te, debe categóricamente rechazarse que sus pretensiones hubieran sido estimadas por silencio positivo. 
En tal sentido es claro que resulta aplicable el art. 43.2.b) de la Ley 30/92, cuando después de considerar 
que podrían entenderse estimadas aquellas solicitudes cuya estimación habilitaría al solicitante para el 
ejercicio de derechos preexistentes, exceptúa de dicho supuesto, que la estimación tuviera como conse-
cuencia, que se transfirieran al solicitante facultades relativas al dominio público o al servicio público”. 
Es evidente que el objeto de la solicitud no era adquirir derechos sobre una obra pública, sino acceder a 
una información relativa a la misma.

6 Así, la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector público establece 
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De otro lado, ni qué decir tiene que, como en tantos otros ámbitos, con frecuencia, 
la Administración ha abusado de esta figura legal, pues el silencio negativo constitu-
ye un cómodo recurso para que la Administración eluda el (enojoso) deber legal de 
motivación de sus resoluciones. Así, el Defensor del Pueblo resaltó el alto número de 
quejas que se reciben de ciudadanos que ven denegadas sus peticiones de acceso a 
determinada información, sin fundamento legal y generalmente mediante el fácil (para 
el poder público) y desesperanzador (para el ciudadano) silencio administrativo7.

3. EL RÉGIMEN ESPECIAL DEL ACCESO A LA INFORMACIÓN AMBIENTAL

En el ámbito específico del acceso a la información ambiental la cuestión del silencio 
administrativo ha sido y es aún controvertida. Inicialmente, la Ley 38/1995, de 12 de 
diciembre, del derecho de acceso a la información en materia de medio ambiente, por 
la que se incorporó a nuestro ordenamiento la Directiva 90/313/CEE, de 7 de junio de 
1990, sobre la libertad de acceso a la información en materia de medio ambiente, en 
su versión original, dispuso expresamente que “Si venciese este plazo (de resolución) 
sin que hubiera recaído resolución expresa del órgano competente, la solicitud podrá 
entenderse desestimada”. La propia exposición de motivos de la Ley 38/1995 justificó 
esta determinación en los términos siguientes: “(…) la falta de resolución expresa de las 
solicitudes de información sobre el medio ambiente tendrá efecto desestimatorio, ha-
bida cuenta que en estos casos la realización efectiva del derecho no se obtiene con 
el acto presunto estimatorio, sino con la entrega de la documentación solicitada, y ello 
sin perjuicio del deber de la Administración de resolver en todo caso las solicitudes 
formuladas y del derecho de los solicitantes a acudir directamente a la vía jurisdiccio-
nal”.

Sin embargo, la Comisión Europea entendió que el criterio ordenado en la legislación 
nacional de algunos Estados miembros, según el cual la falta de respuesta a una soli-
citud de información medioambiental equivalía a una denegación (tal como efectuó la 
Ley 38/1995), se oponía al requisito del apartado 4 del artículo 3 Directiva 90/313/CEE 
que exigía específicamente que se dieran las razones del rechazo8. Y aparentemente 
que si en el plazo máximo previsto para resolver y notificar no se hubiese dictado resolución expresa, el 
solicitante podrá entender desestimada su solicitud –art. 10.8-. La excepción es el Real Decreto 1708/2011, 
de 18 de noviembre, por el que se establece el Sistema Español de Archivos y se regula el Sistema de Archivos 
de la Administración General del Estado y de sus Organismos Públicos y su régimen de acceso, según el 
cual Transcurrido el plazo máximo para resolver sin haberse notificado resolución expresa, la solicitud 
de acceso se entenderá estimada –art. 30.4-. Este criterio únicamente tiene una explicación de carácter 
legal, en el sentido de que un Real Decreto no es apto para fijar un silencio desestimatorio, pues la Ley 
30/1992 imponía, como la actual, una reserva formal de ley –art. 43.1-, tal como señaló el Consejo de Estado 
en su dictamen de 17 de noviembre de 2011 al proyecto de Real Decreto. Por su parte, en la legislación 
autonómica puede citarse la Ley 5/2010, de 23 de junio, de prevención y calidad ambiental de la Comunidad 
Autónoma de Extremadura, prevé que «En el caso de no facilitarse la información al solicitante en el pla-
zo señalado deberá entenderse desestimada la solicitud» (art. 12.2).

7 Informe a las Cortes Generales 2011, p. 628. Años antes declaró que “las Administraciones con excesiva 
frecuencia deniegan el acceso mediante el silencio”. Defensor del Pueblo, Informe a las Cortes Generales 
2004, p. 916. 

8 La Comisión señalaba que la justificación dada para adoptar este criterio es en general la necesidad 
en el ordenamiento jurídico nacional de tener una “decisión”, aun ficticia, para que la persona pueda 
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debido a este motivo, la reforma de la Ley 38/1995 efectuada por la Ley 55/1999 de-
rogó el precepto arriba transcrito, pero sin declarar tampoco expresamente el sentido 
estimatorio del silencio. Es decir, de un modo un tanto vergonzante, el legislador omi-
tió pronunciarse sobre el sentido del silencio.

En todo caso, este problema de la compatibilidad del silencio desestimatorio con el 
deber legal de informar de los motivos de la denegación o limitación fue planteado 
en dos ocasiones ante el Tribunal de Justicia, ambas resueltas de forma no exenta de 
ambigüedad. En el primer caso (sentencia de 26 de junio de 2003, Comisión/Francia, 
C233/00, Rec. p. I6625, apartado 111), el Tribunal de Justicia declaró que la ficción se-
gún la cual el silencio administrativo equivale a una resolución denegatoria presunta 
no puede en sí misma considerarse incompatible con las exigencias de la Directiva 
90/313/CEE por la mera razón de que una resolución denegatoria presunta no con-
tiene por definición ninguna motivación. Pero, por otro lado, y de modo contradictorio 
con la afirmación anterior, el Tribunal de Justicia también señaló que en el supuesto 
de una denegación presunta de una solicitud de información sobre medio ambiente, 
la comunicación de la motivación de dicha denegación debe producirse dentro de los 
dos meses siguientes a la presentación de la solicitud inicial, habida cuenta de que 
dicha comunicación debe, en tal caso, considerarse una «respuesta» en el sentido 
del artículo 3, apartado 4, de la Directiva (sentencia Comisión/Francia, antes citada, 
apartado 118) 9. 

Por su parte, en el segundo caso (asunto C186/04, STJCE 21-4-2005), de forma abierta 
el Consejo de Estado de Bélgica formuló, entre otras cuestiones prejudiciales, la si-
guiente: ¿Prohíben los artículos 3, apartado 4, y 4 de la citada Directiva, que un “orde-
namiento jurídico nacional en la materia” interprete el silencio de la autoridad ante la 
que se ha presentado una solicitud de información mantenido durante los dos meses 
a que se hace referencia en el artículo 3, apartado 4, de la Directiva como una decisión 
denegatoria presunta de la solicitud y que, por consiguiente, no está motivada, pero 
que puede ser objeto del recurso judicial o administrativo previsto en el artículo 4?. 
Ante esta cuestión el Tribunal recuerda la doctrina antes citada del asunto C233/00, 
limitándose a añadir que: “Únicamente una interpretación de esta índole del artículo 3, 
apartado 4, de la Directiva 90/313 permite que mantenga su efecto útil dicha disposi-
ción, cuya propia redacción implica que la autoridad pública está obligada a motivar 
toda decisión denegatoria de una solicitud de información”.

interponer un recurso después del vencimiento del plazo. En opinión de la Comisión, una ficción jurídi-
ca no debe aprovecharse en modo alguno para eximir a las autoridades públicas y a otros organismos de 
su obligación de justificar una denegación dentro del plazo especificado en la Directiva. Informe de la 
Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo de 29 de junio de 2000, [COM(2000) 400 final de 29 de junio de 
2000, pp. 5 y 12]. 

9 Debe recordarse que en esta sentencia el Tribunal de Justicia entendió que de la Directiva 90/313 no 
podía deducirse la necesidad de que sean simultáneas la resolución denegatoria y la comunicación de su 
motivación –apartado 111-, de tal modo que era posible un silencio negativo en el plazo de un mes (como 
ordenaba el ordenamiento francés) con una posterior motivación dentro del plazo de dos meses fijado 
por la Directiva.
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De este modo, según el Tribunal, si bien la Directiva 90/313 no se opone, a efectos 
de la concesión de una tutela judicial efectiva de conformidad con el artículo 4 de la 
citada Directiva, a la ficción de una decisión denegatoria presunta de una solicitud de 
acceso a la información tras un silencio de dos meses, el artículo 3, apartado 4, de la 
mencionada Directiva se opone a que tal decisión no contenga una motivación en el 
momento de la expiración del plazo de dos meses10. 

Desde la perspectiva de nuestro ordenamiento, esta postura es contradictoria, pues 
se admite el carácter desestimatorio del silencio con la condición (de imposible cum-
plimiento) de que sea comunicada la motivación de la denegación, aunque sea en una 
fecha ulterior pero dentro del plazo máximo fijado por la Directiva11.

Por su parte, la Directiva 2003/4/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 28 de 
enero de 2003, relativa al acceso del público a la información medioambiental, que 
sustituyó y derogó a la mencionada Directiva 90/313, no permite ya disociar la resolu-
ción de su motivación, tal como sucedía con la Directiva 1990/313, lo cual impide ya 
aceptar un silencio desestimatorio más una posterior motivación. De este modo, la so-
lución dada por el TJCE en la jurisprudencia antes tratada no es aplicable en la vigente 
Directiva (salvo que la normativa nacional impusiera un plazo de resolución del proce-
dimiento menor)12. Pero, de otro lado, la Directiva 2003/4 –art. 6.1-, tal como establecía 
la Directiva anterior, ordena a los Estados garantizar que toda persona que considere 
que su solicitud de información ha sido ignorada puede acceder a un recurso, lo cual 
hace pensar que la cuestión no está en absoluto resuelta13.
10 Lo que añade el Tribunal es que “la decisión denegatoria presunta constituye ciertamente una «res-
puesta» en el sentido de esta disposición pero debe considerarse ilegal” –considerandos 35 y 36-. Pero para 
complicar más aún el tratamiento de este tema, el Tribunal admite, como no podía ser de otra manera, que 
el silencio de la autoridad pública durante un plazo de dos meses equivale a una decisión que puede ser 
objeto de recurso de conformidad con el ordenamiento jurídico nacional –considerandos 38 y 39-. Así, la 
Abogado General manifestó que “el mero silencio de una autoridad durante el plazo de dos meses no pue-
de constituir una forma de actuación compatible con la Directiva para tramitar una solicitud de acceso 
a información en materia medioambiental. Antes bien, la interpretación del silencio de una autoridad, 
realizada por ministerio de la ley, como constitutivo de una denegación de la solicitud presentada ante 
la misma no puede ser más que una construcción auxiliar mediante la cual debe permitirse al ciudadano 
obtener una tutela judicial efectiva frente a la inactividad (contraria a Derecho) de la autoridad en su 
acción externa”.

11 Así lo reconoció inicialmente la Abogado General del asunto C186/04: “A primera vista, las declara-
ciones contenidas en la sentencia Comisión/Francia parecen contradictorias: por un lado debe admi-
tirse una decisión denegatoria presunta; por otro, sin embargo, ha de existir una obligación de dar una 
respuesta expresa al solicitante dentro del plazo de dos meses, es decir, deben comunicársele las razones 
de una eventual denegación. Ambas proposiciones no parecen cohonestarse, pues si una autoridad está 
obligada a notificar expresamente al solicitante las razones de su decisión, no queda margen alguno para 
la existencia de decisiones denegatorias presuntas dejando simplemente que expire un plazo de procedi-
miento”. Se añadía que debe comunicarse de oficio al ciudadano la motivación de la decisión de denega-
ción de su solicitud, si bien no necesariamente junto con la verdadera resolución, pero sí en cualquier 
caso dentro del plazo de dos meses.

12 Así, la Comisión consideró aclarada la situación con este precepto –art. 4.5- según el cual la negativa a 
facilitar la totalidad o parte de la información pedida se notificará al solicitante en los plazos fijados. 
En este sentido, Rams Ramos (2005, 720). 

13 Fernández Ramos (2009, 172 y ss). Así durante la tramitación de la Directiva algunas instituciones pro-
pusieron la introducción expresa del silencio administrativo positivo, pero esta propuesta fue rechazada 
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Y en nuestro ordenamiento, tal como efectuara la Ley 55/1999, la vigente Ley 27/2006, 
de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de par-
ticipación pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente, de trans-
posición de la Directiva 2003/4/CE, omite toda referencia al sentido del silencio, tal 
vez para evitar problemas de conformidad con la Directiva a la vista de la confusa 
jurisprudencia del Tribunal de Justicia antes examinada. De este modo, se mantiene la 
misma situación de incertidumbre que introdujo la Ley 55/1999: se omite intenciona-
damente la atribución expresa del sentido desestimatorio del silencio –con objeto de 
evitar cuestionamiento de conformidad frente a la Directiva-, pero tampoco se declara 
de forma explícita el sentido estimatorio del silencio14. 

Inicialmente, en esta situación de falta de pronunciamiento de la norma que ordena el 
procedimiento, y como sucedía con el acceso general a los archivos y registros admi-
nistrativos, debía entenderse aplicable la regla general del silencio estimatorio prevista 
en la Ley de procedimiento administrativo común (antes el artículo 43.1 Ley 30/1992 y 
actual artículo 24.1 LPAC)15. Por su parte, aun cuando han sido relativamente frecuentes 
los casos en los que los tribunales entienden que al silencio de la Administración debe 
atribuirse un sentido desestimatorio de la solicitud16, finamente la jurisprudencia más 
reciente ha admitido la aplicación de la regla general del silencio estimatorio17. 

No obstante, la cuestión está nuevamente lejos de ser zanjada. Así, los propios tribu-
nales han matizado el alcance de este silencio estimatorio: «el silencio administrativo 
opería de una manera peculiar, con un alcance limitado. Admitiendo que pueda ha-
blarse en caso de falta de respuesta expresa de la Administración de “silencio admi-
nistrativo”, el mismo ni puede amparar la obligación de dar información de la que no 
se dispone, pues se trataría de una obligación de contenido imposible, ni la de dar 
información restringida por las causas que el artículo 13 de la Ley 27/2006 establece, 
en cuanto afecta a bienes jurídicos, derechos e intereses legítimos de terceros que la 
propia Ley trata de tutelar»18. Es decir, se trataría de trasladar a este ámbito la conocida 
tanto por la Comisión, que consideró que “la propuesta ya establece que los solicitantes pueden hacer uso 
de los mecanismos de recurso previstos en los casos de falta de respuesta dentro del plazo” [Propuesta 
Modificada de 6 de junio de 2001. COM(2001) 303 final, p. 11], como por el Consejo, el cual entendió que el 
silencio debe dar lugar a los recursos previstos (Posición Común del Consejo de 28 de enero de 2002. DOCE 
113 E de 14-5-2002, p. 14).

14 En el informe de la Oficina Europea de Medio Ambiente (“En qué medida ha aplicado la UE el Convenio 
Aarhus?”, Informe preparado por Ralph Hallo, 2 de octubre de 2007, p. 22), se señalaba la incertidumbre exis-
tente.

15 Así lo entienden Razquin y A. Ruiz de Apodaca (2007, 218); Lozano (2007, 192). 

16 STSJ de la Comunidad de Madrid 1559/2006 de 26 septiembre, JUR\2007\167229. En este caso, las solicitudes 
de información eran de junio de 2002, es decir, cuando ya estaba en vigor desde hacía años la Ley 55/1999. 
Igualmente sucede en el caso de la STSJ del País Vasco núm. 512/2003, de 16 de junio.

17 STS de 16 de enero de 2015, Sala 3ª, Sección 5ª, Recurso de Casación 691/2013. Además, la sentencia avala el 
uso en estos casos de silencio estimatorio que no puede ser ejecutado por el solicitante de la modalidad 
de recurso prevista en el artículo 29.2 LJCA

18 STSJ Canarias (Las Palmas) núm. 175/2012, de 23 noviembre (recurso 225/2011), seguida por la STSJ Madrid 
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regla vigente en el ámbito del urbanismo de prohibición de la adquisición de derechos 
o facultades contrarias al ordenamiento jurídico, pero sin el apoyo legal que esta regla 
tiene en el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana (art. 11.3 del RDL 
7/2015).

4. LA OPCIÓN DE LA LTAIBG POR EL SILENCIO DESESTIMATORIO

Como es sabido, la LTAIBG –art. 20.4- establece que transcurrido «el plazo máximo 
para resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa se entenderá que 
la solicitud ha sido desestimada». De este modo, la LTAIBG opta por establecer expre-
samente el silencio administrativo con efectos desestimatorios, lo cual fue motivo de 
crítica durante el proceso de elaboración de la Ley por distintas organizaciones cívicas 
y algunas instituciones19. 

Lo cierto es que el silencio estimatorio en este tipo de procedimientos es, aparente-
mente, muy plausible para el solicitante, pero no está exento de inconvenientes tanto 
desde la perspectiva de los intereses públicos y privados protegidos por el ordena-
miento, como incluso desde la perspectiva del propio solicitante20. Respecto a los bie-
nes jurídicos protegidos por la ley, el propio Consejo de Estado, en su dictamen al pro-
yecto de ley, consideró que la solución adoptada resulta lógica y adecuada a Derecho:

«Debe tenerse en cuenta, ante todo, el especial objeto sobre el que se proyecta 
el derecho de acceso que regula el anteproyecto, que no es otro que la informa-
ción pública tal y como se define en el artículo 9. Esta información puede versar 
sobre una multiplicidad de actividades públicas y puede incluir en muchos casos 
datos relativos a materias o a terceros dignos de una especial protección. Desde 
esta perspectiva, es evidente que el derecho reconocido en el artículo 105.b) de 
la Constitución y regulado más extensamente en la Ley proyectada puede po-

(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª) núm. 365/2016, de 16 junio, recurso 134/2015. A estas 
causas, la STS 11 de julio de 2014 (Nº de Recurso: 1296/2012) añade que no cabe entender estimada la petición 
de entrega de documentación por silencio positivo, cuando el órgano al que se dirige la petición, si bien 
tiene la información en su poder, no es el órgano competente para su resolución (en el caso se trataba de 
un informe de la Comisión Europea, de modo que era de aplicación el art. 5 del Reglamento 1049/2001).

19 Por ejemplo, la plataforma Govern Obert, o la Red de Abogados para la Defensa Ambiental (RADA), la 
Asociación Archiveros Españoles en la Función Pública, la Asociación de Archiveros de Castilla y León 
(ACAL) y la Asociación de Archiveros y Gestores de Documentos Valencianos todas ellas en relación con 
el Anteproyecto. Incluso el Sindic Greuges de Cataluña, «El derecho de acceso a la información públi-
ca, Informe extraordinario», 2012, p. 29, se había pronunciado por el sentido estimatorio del silencio, sin 
necesidad de solicitud confirmatoria. Igualmente, la Oficina Antifraude de Cataluña, Derecho de acceso 
a la información pública y transparencia, Colección Estudios IntegriCat, núm. 4, abril 2013, p. 147, argumen-
tó que el sentido positivo del silencio contribuiría significativamente a la consecución del principio de 
máxima accesibilidad que inspira el derecho de acceso.

20 Vid., en este sentido, Guichot (2014c, 72), considera las críticas absolutamente injustificadas; Rams Ramos 
(2015, 659); y de la misma autora, Rams Ramos (2016, 42). De otra opinión, aparentemente, Fernández Salmerón 
(2014, 316). Incluso, Ballesteros Moffa (2014b), quien realiza una crítica sin paliativos a la práctica del 
silencio desestimatorio («gestado como garantía pero tornado en prebenda, y que permite a la Administra-
ción seguir parapetando su indolencia», p. 105), reconoce que, con todo, la excepción a este silencio en la 
LTAIBG no es tan desfavorable como para el supuesto de las autorizaciones urbanísticas, donde la acción 
recae del lado del interesado (p. 106).



Severiano fernández ramos54

El silencio administrativo en el ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública: entre el abuso de la administración y el voluntarismo del legislador

Revista Española de la Transparencia. Nº 4. Primer Semestre 2017

tencialmente entrar en conflicto con otros derechos e intereses (el derecho a la 
intimidad, el derecho al honor o el derecho a la protección de datos de carácter 
personal, así como el secreto profesional, la propiedad intelectual o la protec-
ción del medio ambiente, entre otros) que, en determinados supuestos, hayan 
de prevalecer sobre aquel. Siendo ello así, no cabe admitir la posibilidad de que, 
como consecuencia de la falta de resolución expresa en plazo de una solici-
tud de acceso, esos derechos puedan resultar vulnerados. La sola necesidad de 
protegerlos frente a la posibilidad de que puedan verse afectados o vulnerados 
como consecuencia de la estimación presunta de las solicitudes de acceso a 
la información pública justifica per se la regla del silencio negativo contenida en 
el precepto examinado, por cuanto “la protección de los derechos” se configu-
ra en el artículo 3 de la Ley 17/2009, de 23 noviembre, sobre el libre acceso a 
las actividades de servicios y su ejercicio, como una razón imperiosa de interés 
general, categoría en la que también se incluyen el orden público, la seguridad 
pública, la lucha contra el fraude o la protección del medio ambiente, entre otros 
ejemplos que igualmente permitirían sustentar en este caso la regla del silencio 
negativo»21.

La aplicación del silencio estimatorio, dada su naturaleza de verdadero acto admi-
nistrativo declarativo de derechos determinaría que la Administración se encontraría 
inhabilitada para dictar una resolución expresa tardía de carácter desestimatorio, de-
biendo acudir al mecanismo de la revisión de oficio, hoy en día sólo permitido en el 
caso de actos nulos de pleno derecho –art. 106.1 LPAC-, lo cual podrá darse en aqué-
llos supuestos en los que la ejecución de la resolución estimatoria de la petición de 
información obtenida por silencio vulnerase el derecho fundamental a la protección de 
datos –art. 47.1.a) LPAC-, pero es evidente el riesgo para los bienes jurídicos tutelados 
por la Ley22.

Más aún, en el caso de que pudieran verse afectados datos especialmente protegidos, 
es evidente que una ley estatal que permitiera la obtención de la información por mero 
21 En este sentido, el representante del Grupo Parlamentario Popular en la Comisión Constitucional seña-
ló: «Si el silencio fuese positivo, una vez que la Administración no ha actuado implicaría que a la Adminis-
tración solo le cabría la opción de dar la información. Y si la Administración, ocurrido el silencio, no 
da la información y el ciudadano acude a los tribunales de lo contencioso-administrativo, los tribuna-
les ya no pueden entrar sobre el fondo del asunto, lo único que pueden decidir es que la Administración 
entregue la información. Por lo tanto, nos podríamos encontrar con supuestos en que los tribunales, sin 
entrar en el fondo del asunto, estarían obligando a la Administración a entregar historiales clínicos, 
temas que afectan a la seguridad nacional, a la defensa o a la persecución de los delitos, por ponerles los 
ejemplos típicos». DSCD, X Legislatura, 2013, núm. 290, p. 27. Riesgo también apuntado por Rams Ramos (2005, 
724).

22 Como señala el Supremo, lo que «no resulta posible es desvirtuar la regulación del silencio positivo, 
para evitar que los actos obtenidos en su virtud tengan los mismos efectos que los obtenidos de forma 
expresa. La Administración, cuya inactividad ha provocado la respuesta estimatoria presunta, carece ya 
de la posibilidad de ignorarlos (ni de contradecirlos por actos ulteriores desestimatorios de las solici-
tudes estimadas) si no es a través de los medios de revisión que aquella Ley establece» (STS 9-12-2010, rec. 
1927/2008). Más recientemente, el Supremo ha declarado que la interpretación contraria, es decir, la consis-
tente en que el acto adquirido por silencio positivo puede ser directamente desplazado por un acto expre-
so posterior en los casos del art. 47.1.f) LPAC, sería no solo contraria a la naturaleza del silencio positivo 
plasmada en la misma ley sino también a los principios de seguridad jurídica y confianza legítima que la 
propia Ley también recoge (STS 27-1-2016, RJ 2016/429).
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silencio administrativo sería inconstitucional, por invasión de materia reservada a ley 
orgánica, en este caso la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de 
Datos de Carácter Personal, pues ésta únicamente permite la comunicación de tales 
informaciones previo consentimiento expreso del afectado, sin que la Administración 
se encuentre habilitada para suplir la ausencia de tal conformidad ni siquiera mediante 
una actuación expresa y, menos aún, presunta. De este modo, ni siquiera la propia Ley 
básica estatal podría establecer un silencio estimatorio incondicionado.

Pero aun cuando no se trate de datos especialmente protegidos, debe tenerse pre-
sente que en el acceso por terceros al resto de los datos personales, la audiencia a los 
afectados presenta una relevancia capital, pues en rigor, esta audiencia es la garantía 
que sustituye al consentimiento del titular ordenado con carácter general en la LOPD 
–art. 11-, en el caso de acceso a información pública de acuerdo con la LTBG. Tal es la 
relevancia de esta garantía que cabe la nulidad de pleno derecho de una resolución 
estimatoria en caso de omisión de este trámite esencial. Por todo ello, no le falta razón 
a Cubero Marcos  cuando señala lo siguiente: «Si el silencio es positivo y, además, la 
autoridad pública no está obligada a dictar resolución expresa que estime la resolu-
ción, estas personas, que se oponen a la difusión o entrega de la información solicita-
da, pueden ignorar que se están vulnerando sus derechos y, en consecuencia, se les 
impediría recurrir la decisión tanto en la vía administrativa como en la jurisdiccional»23. 
De otro lado, desde la perspectiva del propio solicitante, como ya advertía la exposi-
ción de motivos de la Ley 38/1995, es obvio que una vez producido el silencio estima-
torio el solicitante seguirá sin disponer de la información solicitada, pues para ello pre-
cisa de la intermediación de la Administración en cuyo poder se encuentra24. Por ello, 
para ejecutar este acto (presunto), al interesado no le queda otra opción que acudir 
al recurso contencioso-administrativo, conforme al art. 29.2 LJCA, por incumplimiento 
de una obligación declarada por un acto administrativo (en este caso presunto). Ahora 
bien, la Ley obliga al interesado a esperar a que el acto presunto gane firmeza, lo que 
supone el transcurso de un plazo de dos meses para interposición de recurso conten-
cioso por parte de un tercero, y después solicitar a la Administración la ejecución del 
acto y un mes más de espera antes de poder acudir a la vía contenciosa25.
23 Cubero Marcos (2017, 14). El autor añade: «se ha apuntado la posibilidad de recurrir por la vía de hecho, 
pero para ello deberían tener conocimiento de qué datos se han facilitado. Por otro lado, la falta de 
notificación de la resolución o la imposibilidad de participar en el procedimiento contribuyen a pro-
ducirles la indefensión e, incluso, a permitir que agoten todas las vías jurisdiccionales hasta alcanzar 
el Tribunal Constitucional, lo que podría haberse evitado si se les hubiera otorgado audiencia en un 
momento anterior».

24 Así, Cámpora (1994, 238), sugirió que deberían considerarse desestimatorios los actos que, aun siendo re-
glados, tras su declaración exigieran una actuación posterior, “por cuanto aunque se obtuviese un acto 
estimatorio el mismo sería pena de amor perdida, pues de poco serviría la declaración si con posteriori-
dad no se obtiene la ejecución del acto, ejecución que sólo puede obtenerse tras una imposición judicial”. 
Como señalara Morillo-Velarde Perez (1993, 169) el silencio administrativo positivo puede ser operativo 
ante la pasividad de la Administración en el ejercicio de potestades de policía y control, expresadas en ac-
tos como autorizaciones, aprobaciones o licencias, donde, en su caso, la inhibición administrativa puede 
satisfacer la pretensión del particular. 

25 Art. 29.2 LJCA: «Cuando la Administración no ejecute sus actos firmes podrán los afectados solicitar su 
ejecución, y si ésta no se produce en el plazo de un mes desde tal petición, podrán los solicitantes formu-
lar recurso contencioso-administrativo». La otra posibilidad es utilizar la vía del apartado 1º del mismo 
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Por el contrario, el sistema de silencio desestimatorio deja expedita la vía contencio-
so-administrativa, sin perjuicio de la posibilidad, si así lo desea el solicitante, de formu-
lar la reclamación ante el órgano independiente prevista en la LTBG –art. 20.5 y 24.1-. 
Además, para colmo, el indicado recurso contencioso por inactividad está sujeto al 
plazo de dos meses desde el vencimiento del plazo para resolver la reclamación –art. 
46.2 LJCA-, mientras que la jurisprudencia del Tribunal Constitucional (SSTC 188/2003, 
220/2003, 14/2006, 175/2006, 321/2006, 27/2007, 32/2007, 40/2007, 106/2008, 
117/2008) viene declarando la falta de preclusión de los plazos de interposición del re-
curso (administrativo y contencioso) en caso de silencio administrativo desestimatorio, 
doctrina finalmente reflejada en la LPAC –arts. 122.1 y 124.1-, y extendida por el Consejo 
de Transparencia y Buen Gobierno al ámbito de la reclamación en materia de acceso26.

Incluso la consecuencia antes señalada del silencio estimatorio de prohibir una poste-
rior resolución desestimatoria, y que aparentemente es beneficiosa para el solicitante, 
en estos casos en los que el acto presunto no es susceptible de ser ejecutado por 
el interesado es en el fondo perjudicial, pues proscribe, por ejemplo, una resolución 
tardía parcialmente estimatoria de la solicitud, la cual es perfectamente posible en el 
caso de silencio desestimatorio –art. 43.4.b) LRJPAC-.

Podrá señalarse que en caso de silencio estimatorio el órgano judicial debe limitarse a 
constatar la producción efectiva del acto y su firmeza, y en tal caso, a ordenar su eje-
cución, sin poder entrar en el fondo acerca de la existencia o no de algún límite legal al 
acceso a la información. Sin embargo, esto no es nada claro a partir de la formulación 
por la Administración de la contestación de la demanda27. 

Así, en relación con el acceso a la información ambiental, ya se apuntó más arriba que 
los tribunales han declarado que el silencio estimatorio «ni puede amparar la obliga-
ción de dar información de la que no se dispone, pues se trataría de una obligación de 
contenido imposible, ni la de dar información restringida por las causas que el artículo 

artículo 29: «Cuando la Administración, en virtud de (…) un acto (en este caso, presunto) (…), esté obliga-
da a realizar una prestación concreta en favor de una o varias personas determinadas, quienes tuvieran 
derecho a ella pueden reclamar de la Administración el cumplimiento de dicha obligación». Pero esta vía 
exige reclamar a la Administración el cumplimiento de lo solicitado, la cual dispone de ¡tres meses! Para 
resolver. Así, CASADO CASADO (2014, 833).

26 De acuerdo con la LPAC –art. 112.2-, la ley que sustituya al recurso ordinario deberá respetar los princi-
pios, garantías «y plazos» que la LPAC reconoce a las personas e interesados en todo procedimiento. Crite-
rio interpretativo de 17 de febrero de 2016 (CI/2016), Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen 
Gobierno frente a la desestimación de una solicitud de acceso a la información por silencio. Igualmente, 
CTBG, R/0114/2016, 23 de junio de 2016. Además, la Ley 4/2016 Castilla- La Mancha –art. 64.2- omite ya el plazo 
en caso de silencio.

27 Guichot (2016, 5). Como señala con razón Cubero Marcos (2017, 15), el juez o tribunal competente no 
puede eximirse de su obligación de comprobar si efectivamente la misma puede ser objeto de acceso o no 
y examinar si pueden ser aplicadas las excepciones previas en la Ley, más allá de que el acto sea o no firme, 
puesto que también debería tomar en consideración las alegaciones presentadas por la Administración 
o por una entidad privada sujeta a la obligación de entregar información. La resolución judicial ha de 
ser congruente con las alegaciones presentadas y enjuiciar las pretensiones de las partes, puesto que, al 
aplicar la Ley, también debe respetar las excepciones que se prevén en ella.
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13 de la Ley 27/2006 establece, en cuanto afecta a bienes jurídicos, derechos e intereses 
legítimos de terceros que la propia Ley trata de tutelar»28. Incluso el propio Tribunal Su-
premo ha señalado que no cabe entender estimada la petición de entrega de docu-
mentación por silencio positivo, cuando el órgano al que se dirige la petición, si bien 
tiene la información en su poder, no es el órgano competente para su resolución, todo 
lo cual supone una revisión de fondo del asunto29.

Por todo ello, en nuestra opinión, es preferible ordenar un silencio desestimatorio que 
permite reiterar la petición sin incurrir en acto confirmatorio –art. 28 LJCA-, puesto que 
en puridad no existe acto denegatorio alguno y, de hecho, sobre la Administración 
sigue pesando el deber legal de resolver, y así ha sido declarado por la jurisprudencia 
(STS 19-7-2006, Ref. Iustel: §254957), así como acudir a la vía de recurso sin sujeción a 
plazo30. 

En tal sentido, la LTAIBG presenta una incorrección en este punto31. En concreto, la 
LTAIBG establece que «Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya 
dictado y notificado resolución expresa se entenderá que la solicitud ha sido desesti-
mada». Esta imposición del silencio desestimatorio no se compadece con el régimen 
general de esta institución establecido en la LPAC –art. 24.3-. En nuestra opinión, ha-
bría sido más respetuoso establecer que el interesado «podrá» entender desestimada 
la solicitud32.

En concreto, el interesado podrá elegir entre varias opciones33: 

•	 esperar a que la Administración o entidad dicte una resolución expresa tardía, que 
podrá ser tanto estimatoria como desestimatoria de la solicitud;

•	 reiterar su solicitud o pretensión, abriendo un nuevo plazo de resolución (pues en 
caso de silencio desestimatorio no existe acto alguno que permita calificar la soli-
citud de reiterativa) o

•	 dar por desestimada su pretensión –activando el silencio desestimatorio- median-
te la interposición del recurso procedente sin sujeción a plazo. 

28 STSJ Canarias (Las Palmas) núm. 175/2012, de 23 noviembre (recurso 225/2011), seguida por la STSJ Madrid 
(Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 6ª) núm. 365/2016, de 16 junio, recurso 134/2015.

29 STS 11 de julio de 2014 (Nº de Recurso: 1296/2012). En el caso se trataba de un informe de la Comisión Eu-
ropea, de modo que era de aplicación el art. 5 del Reglamento 1049/2001).

30 Vid., en general, Aroz Santisteban (2015).

31 Debe señalarse que la Ley 39/2015, a diferencia de la Ley 30/1992 tras la modificación efectuada por la Ley 
25/2009, únicamente exige la concurrencia de razones imperiosas de interés general cuando el procedi-
miento tengo por objeto el acceso a actividades o a su ejercicio –art. 24.1-, lo cual, a pesar de su indetermi-
nación, no parece que sea el caso del procedimiento de ejercicio del derecho de acceso, que requiere de la 
intermediación de la Administración para su satisfacción. 

32 Fernández Ramos y Pérez Monguió (2014, 340). Así, I. Martín Delgado (2016, 413).

33 Fernández Ramos y Pérez Monguió (2017, 306).
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5. EL SILENCIO ESTIMATORIO “CONDICIONADO” EN LA LEGISLACION AUTONÓMICA

Dejando de lado las leyes autonómicas que se limitan a reproducir innecesariamente 
la regla de la ley básica del silencio desestimatorio34, la principal cuestión que se sus-
cita en este punto es si las Comunidades Autónomas pueden optar (siempre eviden-
temente dentro del ámbito subjetivo de aplicación de las normas autonómicas) por 
establecer un silencio estimatorio35. En principio, desde una perspectiva formal, si se 
considera el silencio como una mera determinación procedimental, podría entenderse 
que no habría inconveniente en admitir esta posibilidad, al tratarse de una determi-
nación procedimental, no sustantiva, y desde la suposición según la cual –aparente-
mente- el silencio estimatorio es más ventajoso que el desestimatorio para el solici-
tante. Del mismo modo en que se admite la reducción del plazo del procedimiento, se 
trataría así de una «mejora» de la ordenación procedimental, que entraría dentro del 
ámbito competencia propio de las Comunidades Autónomas36.

Sin embargo, de entrada, el silencio desestimatorio presenta también una dimensión 
garantista de los intereses públicos (como es bien conocido, por ejemplo, en materia 
ambiental) y de los intereses legítimos de terceros (p. ej., titulares de datos persona-
les concernidos). Desde esta perspectiva, la determinación de la LTAIBG puede verse 
también como una garantía básica en orden a la protección de los derechos y bienes 
jurídicos que limitan el derecho de acceso –arts. 14 y 15-. Más aún, una ley autonómica 
que estableciera un silencio estimatorio incondicionado podría permitir el acceso a 
datos personales especialmente protegidos de un tercero, con el único fundamento 
del incumplimiento de la Administración de su deber legal de resolver expresamente 
en plazo, lo cual quebrantaría sin duda –como se ha señalado antes- la Ley Orgánica 
de Protección de Datos Personales, que exige el consentimiento expreso del afectado. 
Tal vez debido a estas limitaciones a la aplicación del silencio estimatorio, las leyes au-
tonómicas que han optado de un modo voluntarista por aplicar a este procedimiento 
esta técnica no lo han hecho de forma incondicionada. Así, se dice que el interesado 
podrá entender estimada la solicitud «salvo con relación a la información cuya de-
negación, total o parcial, viniera expresamente impuesta en una norma con rango de 
ley»37. 

34 Ley 12/2014 Canarias –art. 46.3-; Ley 1/2016 Galicia –art. 27.5-.

35 Guichot (2014a, 50), se manifiesta contrario a esta posibilidad.

36 Contrario a este criterio M. Fernández Salmerón, 2014, p. 291, considera que la determinación sobre el 
silencio desestimatorio de la LTAIBG constituye parte del procedimiento administrativo «común».

37 Ley Foral 11/2012 –art. 30.2-, Ley 8/2015 Aragón –art. 31.2-, Ley 2/2015 C. Valenciana –art. 17.3-. Esta última 
añade: «El órgano competente quedará obligado a proporcionar la información solicitada, excepto aque-
lla que pudiera entrar en conflicto evidente con otros derechos protegidos, o aquella cuya denegación 
total o parcial, viniera expresamente impuesta en una ley. En tales casos la información será disociada, 
dando cuenta motivadamente de esta circunstancia». De modo diverso, la Ley 19/2014 Cataluña –art. 35.1- 
declara que si la Administración no resuelve y notifica dentro del plazo establecido, la solicitud «se en-
tiende estimada, salvo que una norma con rango de ley establezca expresamente un efecto desestimatorio, 
total o parcial, con relación a una determinada información».
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De entrada, cabe recordar que todos los límites del derecho de acceso deben estar 
precisamente cubiertos por una norma con rango de ley, entre ellos y muy principal-
mente los contemplados en los artículos 14, 15 y 18 LTAIBG, tal como ha entendido ya 
algún órgano autonómico de garantía38. Pero es cierto que, en general, los límites del 
derecho de acceso no se «imponen» en todo caso, sino que exigen una ponderación 
de intereses, salvo en relación con determinados límites (como las materias clasifica-
das o los datos personales especialmente protegidos). ¿Significa esto que el silencio 
estimatorio sólo es exceptuado en relación con determinados límites pero no respecto 
a otros? Evidentemente, admitir esta distinción comportaría un enorme grado de in-
certidumbre.

En cualquier caso, dado que –como nos consta- el silencio no satisface la pretensión 
del solicitante, éste se ve abocado a dirigirse de nuevo a la Administración o sujeto 
obligado al que solicitó la información para requerirle la información, haciendo ahora 
valer el «acto presunto estimatorio presuntamente producido» (valga la redundancia). 
Pero como quiera que este silencio estimatorio no se produce de forma incondiciona-
da, sino que es exceptuado en «aquellos supuestos impuestos por las leyes», una vez 
producido el silencio, el solicitante no tiene modo de saber a ciencia cierta qué silencio 
se ha generado, estimatorio o desestimatorio39. 

De este modo, al solicitante no le queda otra opción que dirigirse a la Administración 
en demanda ejecución del «silencio estimatorio presuntamente producido». Así, este 
sistema de silencio estimatorio condicionado viene a conceder, de modo implícito, a 
la Administración la facultad para apreciar (¿en qué plazo?)40 si la información a la que 
en principio tenía derecho el solicitante entra en conflicto con algunos de los límites 
legales, lo cual supone cabalmente abrir la posibilidad a una resolución expresa dene-
gatoria y tardía [de muy dudosa conformidad con la LPAC –art. 24.3.a)-]41. Además, es 
también perfectamente posible que el sujeto obligado tampoco resuelva la solicitud 
de ejecución del silencio presuntamente estimatorio (¿qué silencio hay que entender 
producido en este caso?). Ciertamente, tanto la resolución expresa denegatoria como 
el segundo silencio (¿?) se podrán recurrir, pero cabe ya preguntarse si no es más ex-
pedito (pues no requiere una nueva solicitud) y ofrece mayor seguridad jurídica (bien 
de relevancia constitucional) el sistema de silencio desestimatorio de la LTAIBG42. 
38 Consejo de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno de C. Valenciana, Resolu-
ción nº 14, de 6 de octubre de 2016. Así, Guichot (2014b, 38), se pregunta: «¿Son los límites del art. 14 y 15 una 
de esas excepciones? Pero si lo son, ¿cómo va a entenderse que concurren sin una resolución expresa tras 
examen del fondo del asunto?».

39 Esta inseguridad jurídica ha sido también puesta de manifiesto por Rams Ramos (2016, 6). En el mismo 
sentido, Meseguer Yebra (2014a, 357), entiende que este criterio añade un notable grado de inseguridad 
jurídica que puede hacer malograr esa primera intención benévola.

40 El Consejo de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno de C. Valenciana, Resolu-
ción nº 14, de 6 de octubre de 2016, entiende razonable aplicar a esta solicitud para hacer valer el silencio 
positivo el plazo de un mes establecido en la LTAIBG. 

41 Así, Guichot (2016, 6).

42 Fernández Ramos y Pérez Monguió (2017, 308).
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Tanto es así que algún órgano de garantía ha declarado que, para no dejar en peor 
condición a los solicitantes en aplicación de este silencio estimatorio que en aplica-
ción del silencio desestimatorio de la LTAIBG (¡!), una vez transcurrido el plazo para 
resolver la solicitud por parte del sujeto obligado, el solicitante también podrá formular 
la reclamación directamente ante el órgano de garantía o acudir al orden jurisdiccional. 
De este modo, se admite el recurso por parte del solicitante frente a una estimación 
presunta43. Y se entiende, además, de nuevo para no dejar en peor condición que en 
aplicación de la Ley básica, que la presentación de esta reclamación no está sujeta a 
plazo44.

Por su parte, la Ley 19/2014 Cataluña, tras establecer una regla similar añade que no se 
puede adquirir por silencio administrativo el derecho de acceso si concurre alguno de 
los límites establecidos por esta u otras leyes para tener acceso a la información pú-
blica–art. 35.2-. Por tanto, ahora ya sin ningún lugar a dudas sobre la clase de límites, si 
concurre en la información solicitada alguno de los límites legales, el sentido del silen-
cio administrativo será negativo, y no positivo. En consecuencia, más que un régimen 
general de silencio administrativo positivo a las solicitudes de información pública, se 
trata en realidad de un régimen combinado de silencio administrativo desestimatorio 
(si concurren leyes o límites legales que así lo comporten) y estimatorio (en el resto de 
casos). Lo cierto es que se trata del mismo criterio seguido tradicionalmente –como es 
notorio- en el ámbito de las licencias urbanísticas, en el cual se establece que no pue-
den ser adquiridas por silencio facultades contrarias al ordenamiento, lo cual supone 
alterar el régimen general del silencio estimatorio establecido en la LPAC45.

El problema es que no es nada fácil determinar hasta qué punto los múltiples y com-
plejos límites legales establecidos por la legislación de transparencia deben aplicarse 
o no y deben prevalecer o no sobre el derecho de acceso, en relación con cada con-
creta solicitud de información pública, pues ello requiere, con carácter general, de una 
delicada labor de apreciación del daño y ponderación de intereses en juego46. 
43 Consejo de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno de C. Valenciana, Resolu-
ción nº 14, de 6 de octubre de 2016.

44 Consejo de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno de C. Valenciana, Resolu-
ción relativa al expediente nº 3/2015, de 27 de julio de 2016. Así también Consejo de Transparencia de Ara-
gón, Resolución núm. 1, de 12 de septiembre de 2016.

45 Así, Guichot (2016, 8). Criterio explicitado en el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Ur-
bana (art. 11.3 del RDL 7/2015), en relación con el cual la jurisprudencia (STS 28-1-2009, Rec. 45/207, recurso 
de casación en interés de ley) ha entendido que se trata de una salvedad a la regla general de la (ahora) 
LPAC, permitida por el art. 24.1 de la propia LPAC («excepto en los supuestos que una norma con rango de 
ley establezca lo contrario»), argumento un tanto forzado pues la LPAC contempla aquí excepciones a la 
regla general del silencio estimatorio, pero no una configuración distinta de éste. En todo caso, este 
sistema ha dado lugar a lo que Montañés Castillo (2012, 1743 y 1750), ha llamado «silencio mutante depen-
diendo de la conformidad o no del acto con la normativa urbanística».

46 Como señala la Comisión de Garantía del Derecho de Acceso a la Información Pública de Cataluña, se 
supone que la persona solicitante debe tomar una decisión que no es nada fácil: entender si el silencio ad-
ministrativo producido es positivo o negativo, criterio que puede perfectamente no ser compartido por la 
Administración, que al cabo de más de dos meses de haber recibido la solicitud de información (por el jue-
go del plazo de un mes para resolver y el de 30 días adicionales para facilitar la información del art. 35.3), 
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Pues bien, ante la incertidumbre acerca del sentido del silencio producido en cada 
caso, coincidiendo con el criterio antes señalado, la Comisión de Garantía del Derecho 
de Acceso a la Información Pública de Cataluña (GAIP) considera que una vez produ-
cido el silencio administrativo, los interesados ​​pueden presentar una reclamación ante 
la GAIP, sin necesidad de manifestarse sobre su sentido estimatorio o desestimatorio, 
ni de argumentar si la resolución presunta producida de esta manera es estimatoria o 
desestimatoria47. Todo lo cual supone, en el fondo, reconocer la inoperancia del criterio 
del silencio estimatorio en este procedimiento.

6. LA APLICACIÓN DEL SILENCIO DESESTIMATORIO

Admitir el silencio desestimatorio en el ejercicio del derecho de acceso no significa, 
en modo alguno, admitir acríticamente el abuso de esta figura por parte de los sujetos 
obligados, puesta esta práctica permite eludir las garantías de motivación y notifica-
ción de la resolución, si bien parece que los porcentajes de solicitudes no resueltas 
han descendido sensiblemente en comparación con la situación previa a la LTAIBG48. 
Por ello, no parece superfluo recordar que el silencio administrativo es una reacción 
del legislador ante una mala praxis administrativa, por lo que no es correcto –como 
sin embargo a veces expresa alguna resolución de los órganos de garantía- que la 
Administración disponga de un mes para resolver «mediante resolución expresa o por 
silencio administrativo», pues no existe tal opción: la Administración siempre está obli-
gada a resolver en plazo49. 

Asimismo, ante la relativa frecuencia de reclamaciones frente a desestimaciones por 
silencio, nos parece tibia la postura del CTBG de limitarse a constatar que la Adminis-
tración o entidad reclamada ha incumplido sus obligaciones de resolver y notificar en 
plazo. Tal vez sería conveniente, al menos, que el órgano de garantía recordase a la 
autoridad correspondiente el precepto de la LTAIBG –art. 20.6- según el cual el incum-
plimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo tendrá la consideración de 
infracción grave a los efectos de la aplicación a sus responsables del régimen discipli-

y cuando la persona solicitante está convencida del derecho a obtenerla ganado por silencio administra-
tivo positivo, puede resolver que concurren límites que determinan el sentido negativo del silencio, de 
modo que el ciudadano errado en sus apreciaciones habrá estado esperando más de un mes adicional para 
hacer algo que podía haber hecho mucho antes: presentar el recurso o la reclamación correspondiente 
por silencio negativo.

47 Document aprovat pel Ple de la Comissió de Garantia del Dret d’Accés a la Informació Pública (GAIP) el 
dia 7 de gener de 2016. Además, esta solución permitiría, según la GAIP, que las eventuales contradicciones 
entre la legislación catalana y estatal de transparencia, en relación con el sentido del silencio admi-
nistrativo, dejaran de tener trascendencia práctica, ya que se ofrece una vía de reclamación en que esta 
cuestión se convierte en irrelevante.

48 En la primera Memoria anual del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno (en adelante CTBG), co-
rrespondiente a 2015, pág. 61, en relación con la Administración General del Estado se indica que fueron 
resueltas expresamente 3563 solicitudes, por sólo 11 «resueltas por silencio administrativo», lo que supone 
un 0,3 % del total. Con todo, es probable que las cifras sean sensiblemente diversas en relación con otras 
Administraciones, como las locales.

49 P. ej., CTBG, resolución 0103/2016, de 28 de junio de 2016. 
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nario previsto en la correspondiente normativa reguladora (de modo similar, el art. 21.6 
LPAC, «el incumplimiento de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo 
dará lugar a la exigencia de responsabilidad disciplinaria, sin perjuicio de la que hubie-
re lugar de acuerdo con la normativa aplicable»)50. E, incluso, en caso de reiteración 
por parte de una misma Administración, sería conveniente que el órgano de garantía 
instara a los órganos competentes la incoación del correspondiente procedimiento 
disciplinario51.

Pero todo lo anterior no basta. Es necesario que los órganos de garantía y los tribunales 
extraigan del ordenamiento las máximas consecuencias del incumplimiento por parte 
del sujeto obligado del deber de resolver, de modo que éste no obtenga beneficio 
alguno de su propia torpeza. Así, en caso de reclamación cabe cuestionar la exigencia 
misma de la fundamentación de la reclamación. A este respecto, la Ley 12/2014 Cana-
rias –art. 53.2- exige que el escrito precise, entre otros aspectos, los «motivos por los 
que se reclama». Esta exigencia de fundamentar la reclamación, que tendría su equi-
valente en la «razón de la impugnación» ordenada en la LPAC –art. 115.1-, es razonable 
en caso de desestimación de la solicitud mediante resolución expresa y motivada, 
pero es claramente perversa en el caso de desestimación de la solicitud por silencio: 
la Administración que incumple sus deberes legales de resolver y motivar en plazo, 
obtiene como premio de su mala praxis obligar al solicitante no sólo a recurrir ante su 
inactividad, sino también a revelar los motivos de su solicitud, de modo incompatible 
con lo establecido en la LTAIBG –art. 17.3-.

De otro lado, dado que esta forma de terminación del procedimiento supone la elu-
sión del deber legal de motivación obligando al solicitante a recurrir “a ciegas”, debería 
entenderse que en estos casos de silencio negativo, cuando el interesado plantea el 
recurso, se invierte la carga probatoria, de modo que corresponde a la Administra-
ción justificar suficientemente la denegación de la solicitud. De este modo, si el sujeto 
obligado no formula en el procedimiento de reclamación alegaciones en defensa de 
la confidencialidad de la información, ni tampoco las formula un tercero posible afec-
tado, estimamos que el órgano de garantía no está en posición de suplir la inactividad 
del sujeto obligado (o tercero afectado) planteando posibles causas de inadmisión o 
límites legales, los cuales requieren, de acuerdo con la Ley, de un específica motiva-
ción a cargo del sujeto obligado. De este modo, una vez identificada que la información 
que se solicita tiene la condición de información pública, y a falta de otra justificación, 
entendemos que deberá prevalecer el principio de transparencia pública52. La única 
50 En tal sentido se ha expresado ya la CTBG, RS 0017/2016, 2 de noviembre de 2016.

51 Las limitaciones en esta materia de los órganos de garantía del derecho de acceso vienen a configurar-
los en nuestra opinión, una suerte de «sabuesos desdentados».

52 En este sentido, el Consejo de Transparencia de la Región de Murcia, Resolución 17 de mayo de 2016, ha 
señalado lo siguiente: «En el caso concreto que nos ocupa, la Consejería ha optado por el silencio admi-
nistrativo; con ello no ha acreditado la existencia de motivo de denegación alguno. Hay que manifestar 
que, como la Ley de Transparencia establece, el principio que consagra el derecho de acceso a la informa-
ción sólo puede refutarse mediante la exposición clara, motivada y justificada por parte de la Administra-
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excepción a esta regla sería el supuesto de que la información aun siendo pública 
contuviese datos especialmente protegidos, pues en tal caso –como nos consta- pre-
valece la prohibición de la LOPD –art. 7- de tratamiento de dichos datos, salvo consen-
timiento expreso del titular.

Pero, además, en caso de reclamación frente al silencio desestimatorio, la competen-
cia del órgano de garantía para decidir cuantas cuestiones, tanto de forma como de 
fondo, plantee el procedimiento –art. 119.3 LPAC-, debería llevar al órgano de garantía 
a no limitarse únicamente a instar a la Administración o sujeto obligado a que resuelva 
expresamente la solicitud presentada, pues esta retroacción de actuaciones no viene 
sino a beneficiar a la Administración que incumple sus deberes legales. Por el contra-
rio, el órgano de garantía debe pronunciarse sobre el fondo del asunto, esto es si pro-
cede o no la estimación de la solicitud presentada y, en su caso, sobre cómo se debe 
proporcionar al ciudadano la información pedida. 

No obstante, debe señalarse que en algunos casos, los órganos de garantía, si bien 
estiman parcialmente la reclamación, no ordenan la comunicación de la información 
solicitada, sino que se limitan a conminar al sujeto obligado a que dicte una resolución 
en la que pondere los intereses en juego. Así actúa el CTBG en algunos casos de recla-
maciones frente a denegaciones de solicitud por silencio desestimatorio, y en los que 
el CTBG no encuentra suficientes elementos para resolver sobre la cuestión de fondo, 
debido fundamentalmente a la falta de colaboración de la Administración reclamada, 
que obtiene así un beneficio adicional de su propia torpeza53. 
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